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SE PUBLICA
Todos !os llártes. Juéves y Sábados.

SE SUSCRIBE
En la imprenta de Gobierno. Fortaleza '.21'198 .'.rrL w'T--.
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3 ai los motivos siguientes : Xo puedo aceptar el criterio
de la mayoría del Consejo, de por el hecho de no ha-cers- e.

observación alguna por el Gobierno, al publicarse

tra de acuerdo con este dictamen, aduciendo algunosdatos demostrativos del at.v.so con que vienen resol-
viéndose estos asuntos á cansa de lo dispuesto p r la
Real orden de 30 de Mayo de 18SS. Examinados con
e mayor detenimiento ios relacionados antecedente,
observa el Consejo (pie al publicarse en la Isla de Cuba

GOBIERNO GENERAL
Df, LA ISLA DE PUERTO - RIOO.

SECRETAR! A..

en el Maletín oficial h reforma introducida por el Go-
bernador General de la Isla de Cuba por su decreto do
T2 de Agosto de 1878, en el artículo 89 de la Ley elec-
toral municipal y provincial de 20 de Agosto de 1870,
sea evidente obtuvo la aprobación de aquél, y en tal
sentido debe extrictamente aplicarse el referido artí-
culo reformado, pues aparte de (pie esta doctrina so
halla contradicha por la opinión mantenida por el Mi-
nistro de Ultramar en su cablegrama al Capitán Ge-
neral de la Isla de Cuba do G de Septiembre do 1890
y Reales órdenes de 1G de Octubre do 1879 y 2G de
Febrero de 188!), el no haberse dado conocimiento &

las Córtes de la reforma introducida en cumplimientoile lo preceptuado en el artículo 89 de la Contitución de
la Monarquía, demuestra de una manera evidente que
ni el Gobierno de S. M. adoptó semejante reforma, ni
mucho menos sancionó la modificación introducida porel Gobernador General de la Isla de Cuba, en el repe-
tido artículo 8íl de la ley electoral municipal do aquellaisla. Xo se concibe que siendo la Real orden de 30 de
Mayo de 1888 aclaratoria de la de 8 de Mayo de 1884,
según la interpretación dada por el .Ministerio de Ul-
tramar en la Real orden de 2G de Febrero de 1889,
dictada de acuerdo con el informe de la lección de Ul

la Ley electoral municipal y provincia) de la Península,
de 20 de Agosto de '87V el Gobernador General por
decreto de 12 de Agosto de 1878 (Boletín oficial de ese
Ministerio del mismo año, página 3(33 y siguientes)
introdujo diversas variantes en el texto de la Le- - pe
ninsular, entre otras, la del artículo 89, reducido á ex-

presar que los Gobernadores de provincia, oyendo ;i
las Comisiones provinciales resolverían los recursos en
materia de elecciones, en lugar de atribuir la exclusión
en esta materia, según dispone la Ley de la Península
á las Comisiones provinciales. En este particular en-
tiende el Consejo que se debe estar al texto del citado
artículo, tal como aparece redactado en el Decre-
to del Gobierno General, por que autorizado el Go-
bierno por la Constitución para introducir eu las
Leyes de la Península al aplicarlas á Ultramar, las
alteraciones que estime convenientes, é introducida en
el articulo 89 de la Ley electoral la modificación indi-
cada, es evidente que ésta obtuvo la aprobación djl
Gobierno desde el omento e.. que el decreto del Go- -

NEGOCIADO Io

Por el Ministerio de Ultramar, bajo el número 293
y con fecha 5 del mes próximo pasado, se comunica al
Excmo. Sr. Gobernador General, la Ueal orden que
signé:

Excmo, Sr. : - El Consejo de Estado me consul-
ta con fecha 11) de Abril último, lo siguiente : "Excmo
Sr. : Con Real orden comunicada por el Ministerio
del digno cargo de V. E. en 10 , de Febrero último, fué
remitido á informe de este Consejo en pleno, el expe
diente relativo á la conveniencia de dejar .siu efecto
la Iteal orden de 30 de Mayo de 1888, y restablecer en
su fuerza y vigor, la de 8 del mismo mes de 1884, qu
delegó en el Gobernador General la facultad de resol
ver las alzadas en los recursos sobre elecciones muni

bernador General fué publicado sin observación alguna
por ese Ministerio, y en tal sentido debe ser extricta
mente aplicado ; sin que en contra de esta inteligenciacipales. El Gobernador General de Cuba en carta

número 1840 de 29 (H Acrosto de 1889 manifestó á ese pueda aducirse lo declarado en la Real orden de 2G de
lebrero de 1889, que no se propuso resolver directaMinisterio, en vista de los textos de las Leyes electora

y provincial de la Península y de aquella Isla que s
bien resulta análoga en cuanto á estas últimas, no as
en lo que establecen las primeras acerca de la com
petencia de las Comisiones provinciales, puesto que la
Ley de la Península atribuye competencia exclusiva

i; a la Comisión provincial, en tanto que la de la Isla

tramar de éste Alto Cuerpo, pueda derogarse la prime-
ra para restablecer en toda su fuerza y vigor la segunda,
pues esto equivaldrá á disponer volviera á imperar en
la isla de Cuba la confusión que introdujo la interpre-tación y alcance (pie se dió á la conclusión 3? déla
Real orden de 8 de Mayo de 1881, haciendo además
ineficaz é imposible, en la mayoría de los casos, el
derecho de inspección del Gobierno Central, resultado
que inevitablemente se pro luciría, contra la voluntad
y deseo de éste Consejo, de accederse á. lo solicitado
por el Capitán General do aquella Antilla. La Real
orden de 30 de Mayo de 1888 mantiene la buena doc-
trina, habiendo además restablecido el imperio de la
ley electoral, vulnerada por la modificación introducida
por el Gobernador General de Cuba en su reforma del
artículo 89. -- El hecho de (pie la experiencia haya de-
mostrado el retraso que se produce en ia resolución do
los expedientes de los recursos do alzada, no es razón
suficiente para restablecer la Real orden de 8 de Mayo
de 1884, pues aparte de no hallarse debidamente de

interpone la Autoridad del Gobernador de la provincia;
añadir que a causa de esta antinomia se han seguido
diversas alzadas para ante ese Ministerio, dictaudose
con audiencia del Consejo de Estado, las Reales órde
nes de 8 de Mayo de 18S4, 30 de May. de 1888 v --'6
de Febrero de 1889 entendiendo los Gobernadores y
las Comisiones provinciales que esta última Real orden
no modifica las atribuciones que les concede el artículo
89 de la Ley electoral municipal ; y como quiera que

mente esta cuestión, ni tuvo por inmediato objeto,
según expresa el Gobernador General, modificar las
atribuciones concedidas á los Gobernadores de provin-
cia per el artículo 89 de hi Ley de la Isla ; y sin que
tampoco resulte antinomia entre este texto y el G3 de
la Ley provincial vigente, pues están sujetas las atri-
buciones de las Comisiones provinciales á lo que es-
tablezca la Ley electoral. Esto así recordará el Con-
sejo que por Real orden de 8 de Mayo de 1884, al hacer
extensiva á las Antillas la de la Península de 10 de
Octubre de 1879 sobre facultad del Gobierno para re-
visar en apelación los acuerdos de las Comisiones pro-
vinciales relativos á elecciones, se autorizó á los Go-
bernadores Generales para conocer por delegación de
los recursos interpuestos, declarándose desxjues, por
otra Real orden de 30 de Mayo de 188 , que aquella
delegación había de concretarse á recibir ó informar
los recursos y que los Gobernadores Generales debían
remitir éstos á la resolución do ese Ministerio Fun-
dóse esta declaración en que, concediendo á los Go-
bernador s Generales facultades resolutivas se hacía
ineficaz é imposible en la mayoría de los casos el de-
recho de inspección del Gobierno Mas la experiencia
ha acreditado posteriormente que á causa de la aplica-
ción de esta última Real orden, se Ocasiona enorme
retraso eu la resolución de las cu stioues aludidas y
se dificulta la defiüitiva constitución de Jas Corno ra

la dificultad estriba en que las tres citadas Reales ór
denes, se han dictado con arreglo á la jurisprudencia mostrada la imposibilidad de resolverlos i su debido

V Sub- -tiempo, los retrasos señalados por el Negociadoque rige en la Península, Ja cual no es posible aplicar
. extrictamente én la Isla, puesto que el artículo 89 de secretaría del Ministerio, pueden fácilmente correjirse

sin más que el Capitán General le Cuba cuide de cursarla Lev electoral de aqueila difiere sustancialinünte del
análoero de la de ésta, sometió á la consideración de ese
Ministerio la conveniencia de dictar una resolución
que aleje todas las dudas, restableciendo la Real orden
íle o ue Aiayo uo is que conce lia competencia a
aquel Gobierno General para resolver las alzadas en

los expedientes en mi tiempo debido, y la Subsecretaría
del Ministerio de Ultramar haga se tramiten con ur-

gencia; pero si esto no fuera suficiente, sería llegado
el caso de que el Gobierno cumpliendo lo dispuesto eu
e artículo 89 de la C nistinieión, ampliase los plazos
marcados por la Ley en el tiempo (pío juzgase necesa-
rio. Por todo lo anteriormente expuesto, el Consejero
que suscribe entiende no procedo derogar la Real orden
de 30 de .Mayo de J88S Refutación. -- Pocas serán Jas,
observaciones que hará ei Consejo refutando el anterior
voló particular. -- El principal argumento de su autor
estriba eu una cuestión qin solo indirectamente puedo

materia de elecciones. Ese Ministerio, en telegrama
de lo de Octubre de 18S9, preguntó al Gobernador Ge-
ne al en que disposición se fundaba la diferencia de ciones populares ó se impide el ejercicio d:3 cargos di

duración limitaUa y breve, resultando, entre otros da
tos Unidos al expediente por la Subsecretaría, que elec
ciones celebradas eu 3 de Agosto de 1888 y 5 de .Julio
de 1859 no fueron definitivamente-fallad- hasta Kuero
de 1891, siendo muy kícos los recursos resuelto? den

redacción expresada, y habiendo contestado aquella
Xutoridad que el año 78 remitió el Ministerio la Ley
ledactada en la forma explicada auieriormeute, por
otro telegrama de G de Septiembre se dijo, que para
resolver la consulta indicada era preciso que el Gober-
nador General citase la disposición por la que se auto-
rizó la diferente redacción del artículo 89 de la Lev
electoral al aplicarse á la Isla El Gobernador General
no contestó á esla comunicación v en vista de todo,

tro dea ano mismo eu que se íuierirou ante trji lamen-
table resultadi-- , juga el Gen ;ejo que no Im'jiÍlí incoo
veniente en restablecer en toda su fuerza v viror lo
dispuesto en la lteal orden de 8 de Mayo do lbíl. re
lativamente a la facultad de los Gobernadores Geneel Negociado entiende que, puesto que el procedimiento

establecido por la Real orden de 3 ) de Mayo de 1888 rales para resolver por delegación los recursos inter
ocasiona considerable retraso en la resolución de cues

reterirse a lo (pie se vénula eu este expediente. t'ara
eie Consejo, la promulgación de laLoy electoral de la
Península eu la Gaceta do la ilabaua con ligeras medid-acion-

es, la inserción del mismo texto en el Boletín
oficial del .Ministerio do Ultramar, la aseveración uel
a -- iiil Gobernador General respecto á (pie su antecesor
toé debidamente autorizado para aquellas modificacio-
nes y el lapso de tiempo que alcanza á quilico años
transcurridos des ie (pie '.a Luy rto publicó en la grando
Antilla, con motivo má que sobrados para que no pue-
da ponerse hoy cu tela de juicio la legalidad do aquellareforma. Pero el Consejo quiere conceder por un mo-
mento qie la alteración introducida en el artículo 89
do la mencionada Ley, no so hiciese con todos ios r
quisitos apetecidos. Hay sin embartro ouo tener n

puestos en la mateia. Tal es el parecer del Consejo.
El Consejero, S: Marqués de Peiijaá. Disintió;, do del
parecer do la ni.n oria del Consejo ha formulado el si
guiente : oto particular. El Consejero que suscribe
tiene el' sentimi uto de uo hallarse conforme con Ja

tiones pue afectan á la legal y defin tiva constitución
de las Corporaciones populares, ó al ejercicio de cargos
cuya duración es limitada y breve, siendo este el grave
inconveniente que trató , de evitar Ja Real orden
de 8 de Mayo do 1884, parece justificada la ne-
cesidad y conveniencia de que esta sea restablecida
en toda su fuerza y vigor, si bien oyendo previamente

opinión de la mayoría del Consejo en su consulta re
ferente á la derogacióu de la Real orden de 3 ) de Ma
yo de 188 y restablecimiento do la Ley do 8 del mis

r

i mo mes del auo de 18á4, basando su disan ti mientoel parecer de e3te Consejo. Ju Subsecretaría se mués


